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lado, desde un punto de vista práctico, deben tenerse presentes los posi-
bles perjuicios que, de mantenerse la postura contraria, podrían ocasio-
narse en los casos de ejecuciones de anotaciones preventivas judiciales 
prorrogadas antes de entrar en vigor la Ley de Enjuiciamiento Civil, si 
éstas se consideraran ahora caducadas.

6. En el presente recurso, el recurrente solicita la cancelación de una 
anotación preventiva, que a su entender se encuentra caducada al haber 
transcurrido más de cuatro años desde la prórroga, entendiendo que no 
procede aplicar el artículo 199 del Reglamento Hipotecario, sin embargo, 
la prórroga de la anotación data de 1995, y lo que trata es de asegurar el 
resultado de un procedimiento de ejecución, por lo que, de acuerdo con la 
postura que aquí se mantiene, ha de subsistir mientras dure dicho proce-
dimiento. Este mismo criterio es el que recoge ahora el artículo 86 de la 
Ley Hipotecaria al no poner ningún límite al número de prórrogas que se 
pueden solicitar. En este sentido, estando vivo el procedimiento en que se 
ordenó la anotación y su prórroga, no procede la cancelación por caduci-
dad pues se frustraría con ello la finalidad de este asiento registral. Esto 
no supone ningún perjuicio, dado que si el procedimiento ha concluido 
(por auto de aprobación del remate una vez consignado el precio por el 
adjudicatario, por sobreseimiento o por cualquier otro motivo), sí que 
cabría pedir la cancelación de la anotación preventiva. En este sentido y 
dado que, siguiendo la Instrucción de 12 de diciembre de 2000, se consi-
dera que las anotaciones preventivas prorrogadas antes de la entrada en 
vigor de la Ley de Enjuiciamiento Civil se rigen por lo dispuesto en el 
artículo 199.2 del Reglamento Hipotecario, como se afirma en la Resolu-
ción de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 24 de 
mayo de 1990, dicho precepto reglamentario debe interpretarse en el sen-
tido de que toda cancelación por caducidad de una anotación preventiva 
prorrogada exige que se justifique la terminación del proceso en que se 
decretó. Abundando en esta argumentación, debe apreciarse la necesidad 
de que la prórroga de la anotación preventiva judicial subsista hasta que 
la propia resolución judicial firme acceda al Registro, pues de no seguirse 
esta interpretación, se dejaría desamparado al anotante, ya si la anotación 
preventiva caducara automáticamente una vez firme la resolución judi-
cial, el ejecutado, titular registral inscrito, podría burlar fácilmente la 
protección que al anotante brinda el Registro a través de enajenaciones a 
favor de terceros.

Asumido este criterio, para este Centro Directivo se hizo preciso esta-
blecer un plazo razonable para cancelar la anotación, tras la firmeza de la 
resolución judicial que pone fin al proceso, teniendo en cuenta las siem-
pre previsible dilaciones en la expedición de la documentación judicial. 
Por ello, se reitera aquí el criterio adoptado por la Resolución de la Direc-
ción General de los Registros y del Notariado de 29 de mayo de 1998, en 
el sentido de aplicar analógicamente lo dispuesto en el artículo 157 de la 
Ley Hipotecaria, de manera que se reconoce un plazo de seis meses, con-
tados desde la emisión de la resolución judicial firme en el proceso en que 
la anotación preventiva y su prórroga fueron decretadas, para poder pro-
ceder a su cancelación. Este mismo enfoque es el que se ha venido reite-
rando en otras Resoluciones posteriores, concretamente en las de 11 de 
mayo de 2002, 23 de mayo de 2002, 27 de febrero de 2004, 12 de noviembre 
de 2004, 20 de diciembre de 2004, 19 de febrero de 2005, 23 de mayo de 
2005 y 18 de junio de 2005. Además de ello, como se recoge en las Resolu-
ciones de 3 de junio de 2005 y 11 de junio de 2005, si esta cancelación no 
se ha instado y la anotación y su prórroga no están canceladas cuando se 
presenta el testimonio del auto de adjudicación que se inscribe, dicha 
anotación ha de entenderse vigente, porque las anotaciones prorrogadas 
no caducan, y en consecuencia no pueden cancelarse de oficio transcurri-
dos los cuatro años de vigencia y los de su prórroga, de manera que la 
adjudicación derivada del procedimiento ejecutivo que motivó la anota-
ción de embargo, debe haberse presentado en el Registro antes de que 
caduque la anotación preventiva de embargo o si está prorrogada, mien-
tras no se haya cancelado expresamente.

7. En conclusión, de los antecedentes fácticos expuestos resulta, tal 
y como indica la nota de calificación, que la anotación preventiva fue 
objeto de prórroga con anterioridad a la entrada en vigor de la nueva 
redacción del artículo 86 de la Ley Hipotecaria, por lo que queda sometida 
a prórroga indefinida en los términos del artículo 199.2 del Reglamento 
Hipotecario, de manera que no cabe la cancelación por caducidad de la 
misma, sin perjuicio de que, una vez transcurridos seis meses, computa-
dos desde la emisión de la resolución judicial firme en el proceso en que 
la anotación preventiva y su prórroga fueron decretadas, se pueda solici-
tar su cancelación.

En consecuencia, esta Dirección ha acordado desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la nota de calificación en los términos que resul-
tan de los precedentes fundamentos de derecho.

Contra esta Resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de la Capital de la Provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su noti-
ficación siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello con-
forme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 18 de abril de 2006.–La Directora General de los Registros y del 
Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones.. 

MINISTERIO DE DEFENSA
 10138 RESOLUCIÓN 320/38058/2006, de 16 de mayo, de la 

Dirección General de Armamento y Material, por la que se 
renueva la validez de la homologación del equipo de para-
caídas TP-2D/00 (PN-503400).

Recibida en la Dirección General de Armamento y Material la solicitud 
presentada por la empresa CIMSA, Ingeniería de Sistemas, Sociedad Anó-
nima, con domicilio social en la calle Agustín de Bethencourt, 24, de Santa 
Cruz de Tenerife, para la renovación de la homologación del equipo de 
paracaídas TP-2D/00 (PN-503400), fabricado en su factoría ubicada en la 
calle Vallés, s/n, del municipio de Las Franquesas (Barcelona).

Habiéndose comprobado que subsiste la permanencia de la idoneidad 
de los medios de producción y aseguramiento de la calidad usados en la 
fabricación del equipo de paracaídas,

Esta Dirección General, de acuerdo con lo establecido en el Regla-
mento de Homologación de la Defensa (Real Decreto 324/1995, de 3 de 
marzo, BOE. núm. 70), y visto el informe favorable emitido por la Comi-
sión Técnico-Asesora de Homologación, ha acordado renovar por dos 
años a partir de la fecha de esta Resolución, la homologación del citado 
producto, concedida mediante Resolución de esta Dirección General 
núm. 320/38301/1996, de 10 de abril y prorrogada con Resolución núm. 
320/38112/2004, de 13 de mayo. Los interesados podrán solicitar nueva 
renovación seis meses antes de la expiración de dicho plazo.

Lo que se hace público para general conocimiento.
Madrid, 16 de mayo de 2006.–El Director General de Armamento y 

Material, José Julio Rodríguez Fernández. 

 10139 RESOLUCIÓN 320/38059/2006, de 16 de mayo, de la 
Dirección General de Armamento y Material, por la que se 
renueva la validez de la homologación del equipo de para-
caídas TP-2D/01 (PN-503300).

Recibida en la Dirección General de Armamento y Material la solicitud 
presentada por la empresa CIMSA, Ingeniería de Sistemas, Sociedad Anó-
nima, con domicilio social en la calle Agustín de Bethencourt, 24, de Santa 
Cruz de Tenerife, para la renovación de la homologación del Equipo de 
paracaídas TP-2D/01 (PN-503300), fabricado en su factoría ubicada en la 
calle Vallés, s/n, del municipio de Las Franquesas (Barcelona).

Habiéndose comprobado que subsiste la permanencia de la idoneidad 
de los medios de producción y aseguramiento de la calidad usados en la 
fabricación del equipo de paracaídas,

Esta Dirección General, de acuerdo con lo establecido en el Regla-
mento de Homologación de la Defensa (Real Decreto 324/1995, de 3 de 
marzo, BOE. núm. 70), y visto el informe favorable emitido por la Comi-
sión Técnico-Asesora de Homologación, ha acordado renovar por dos 
años a partir de la fecha de esta Resolución, la homologación del citado 
producto, concedida mediante Resolución de esta Dirección General 
núm. 320/38302/1996, de 10 de abril y prorrogada con Resolución núm. 
320/38113/2004, de 13 de mayo. Los interesados podrán solicitar nueva 
renovación seis meses antes de la expiración de dicho plazo.

Lo que se hace público para general conocimiento.
Madrid, 16 de mayo de 2006.–El Director General de Armamento y 

Material, José Julio Rodríguez Fernández. 

 10140 RESOLUCIÓN 320/38060/2006, de 16 de mayo, de la 
Dirección General de Armamento y Material, por la que se 
renueva la validez de la homologación del equipo de para-
caídas TP-2D/02 (PN-503700).

Recibida en la Dirección General de Armamento y Material la solicitud 
presentada por la empresa CIMSA, Ingeniería de Sistemas, Sociedad Anó-
nima, con domicilio social en la calle Agustín de Bethencourt, 24, de Santa 
Cruz de Tenerife, para la renovación de la homologación del equipo de 
paracaídas TP-2D/02 (PN-503700), fabricado en su factoría ubicada en la 
calle Vallés, s/n, del municipio de Las Franquesas (Barcelona).


